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Introducción 
 
Se estima que el 10% de la población mundial sufre algún tipo de discapacidad. Si bien sus 
condiciones de vida pueden variar de un lugar al otro, todas las personas con discapacidad tienen 
una experiencia común: están expuestas a diversas formas de discriminación y exclusión social. 
Esto les impide ejercitar sus derechos y libertades y les hace difícil participar a plenitud en las 
actividades ordinarias de las sociedades en que viven.  
 
En el Perú no se conoce con certeza cuántas personas presentan discapacidades. En 1993 se 
realizaron paralelamente el Censo Nacional de Población y Vivienda -practicado por el Instituto 
Nacional de Estadística e Informática (INEI)- y el Estudio de Prevalencia de Deficiencia, 
Discapacidades y Minusvalías -realizado por el Instituto Nacional de Rehabilitación (INR) con el 
apoyo de la Organización Panamericana de la Salud (OPS)- los que arrojaron cifras totalmente 
disímiles. De acuerdo con las cifras arrojadas por el primero, el 1.3% de la población peruana tiene 
alguna discapacidad. Por el otro lado, el estudio del INR-OPS, que comprendió la visita de 630 
viviendas a nivel nacional, la obtención de datos de 3,690 personas y la evaluación clínica de 2,791 
personas, concluyó que el 45,4% de la población estaba afectada por algún tipo de deficiencia, 
31,28% tenía alguna discapacidad y 13,08% alguna minusvalía. El distinto resultado de este estudio 
con el Censo Nacional se debe a la distinta utilización de conceptos y metodología, mucho más 
técnicas en el segundo caso2

 
Durante el ultimo semestre del 2005, se llevó a cabo la Encuesta Continua a cargo del Instituto  
Nacional de Estadística (INEI), la cual señala que 8,7% -es decir 2’ 249,000 peruanos- tienen 
alguna discapacidad, siendo la tasa de prevalencia el 10,9%. Por su parte, el Consejo Nacional para 
la Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS) en convenio con el INEI, realizó un 
estudio de línea de base en Lima Metropolitana y el Callao que arrojó una tasa de prevalencia del 
5.7%. Este estudio comprendió 1’889,747 hogares, de los cuales 374,225 albergan al menos una 
persona con discapacidad (aproximadamente el 20%). Como se ve, para el caso de Lima 
Metropolitana y Callao las cifras son muy diferentes.  
 
Ante la falta de información sistematizada de la ENCO 2005, la CEEDIS ha realizado un estimado 
de población con discapacidad, basándose en el Censo Nacional de Población y Vivienda 2005, 
aplicadas sobre el 13.08% del Estudio de la INR-OPS de 1993. Según estos estimados, en el Perú 
existirían 3’420,716 peruanos con discapacidad, de los cuales 947,539 tendrían entre 0 y 19 años, 
844,917 entre 20 y 39 años, 656,777 entre 40 y 59 años y 971,483 más de 60 años. 

                                                 
1 Documento elaborado por Marisol Cordero, consultora del Proyecto Iniciativa de Políticas en Salud 
 
2  Congreso de la República. Informe final de la Comisión Especial de Estudio sobre Discapacidad – CEEDIS. Lima, Julio 

2006,  p. 8-9 
 



El Estado Peruano se encuentra ante el reto de enfrentar y atender la situación de un porcentaje 
considerable de la población que tiene discapacidad. Para ello es necesario tomar en cuenta los 
estándares internacionales, en tanto estos  deberían ser la base o fundamento del marco jurídico 
nacional y de los planes y programas; por lo tanto, para cualquier análisis del marco legal, el primer 
paso es cuestionar si nuestro marco legal recoge los compromisos asumidos por el Estado dentro del 
marco de Conferencias Internacionales y suscripción de Convenios y Plataformas de Acción.  
 
 
La discapacidad como un tema de derechos humanos 
  
El debate actual sobre los derechos de las personas con discapacidad no se centra en el disfrute de 
derechos específicos, sino en asegurar el disfrute efectivo, en condiciones de igualdad, de todos los 
derechos humanos sin discriminación. Por ello el principio de no discriminación es el tema 
dominante cuando se plantea una reforma sobre la manera en que la discapacidad y las personas con 
discapacidad son vistas en todo el mundo. 
  
En el pasado las personas con discapacidad sufrían una suerte de “invisibilidad” y tendían a ser 
vistas como “objetos” de protección, tratamiento y asistencia, antes que como “sujetos” de 
derechos. Este enfoque, comúnmente conocido como “modelo médico” o “modelo del bienestar”, 
se centraba en los rasgos o características médicas de las personas (sus deficiencias específicas) y 
tenía el efecto de localizar el “problema” de la discapacidad en las personas, vistas ellas como 
objeto de intervenciones clínicas o de bienestar. 
  
Las personas con discapacidad eran excluidas así de las actividades principales y ordinarias de la 
sociedad y se les proveía de colegios especiales, de talleres protegidos y de medios de transporte y 
vivienda "separados", bajo el supuesto de que eran incapaces de lidiar con la sociedad o con la 
mayoría de actividades de la vida ordinaria y común. Se les negaba así tener un acceso "igual" a los 
derechos básicos y libertades fundamentales (salud, empleo, educación, etc.), es decir igual a los 
que goza el común de las personas. 
  
Desde los años 80 el enfoque hacia las personas con discapacidad ha ido cambiando, gracias al 
impulso dado por activistas y por académicos con discapacidad. Se ha llegado a entender que la 
verdadera causa de la discapacidad no se encuentra en el individuo mismo, sino que es 
fundamentalmente social: se encuentra en las desventajas que se experimentan, sea por prejuicios, 
sea por discriminación o simplemente por no tener en cuenta estas diferencias; la causa de la 
discapacidad -entendida como la imposibilidad de vivir una vida plena en condiciones de igualdad- 
es entonces social y se origina en una vulneración de derechos.  
 
De esta manera, las personas con discapacidad han comenzado a ser vistas como sujetos de 
derechos. Este cambio de paradigmas, hacia un enfoque basado en derechos, ha sido ampliamente 
respaldado ya por las Naciones Unidas y se refleja en varios hechos que han tomado lugar desde 
1981, año que se proclamó como “Año internacional de las personas con discapacidad”. Otro 
ejemplo de ello son las Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las personas con 
discapacidad de las Naciones Unidas, aprobadas por la Asamblea General en su resolución 48/96, 
del 20 de diciembre de 1993; además se cuenta con un Relator Especial  que recibió su mandato de 
la Comisión de Desarrollo Social de las Naciones Unidas, quién se encarga de vigilar la aplicación 
de esas Normas y de aportar en la sensibilización acerca de los derechos humanos de las personas 
con discapacidad y de estimular un cambio positivo en todo el mundo. 
 



Reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad en el Sistema Internacional 
de Protección de los Derechos Humanos 
 
Los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos de las Naciones Unidas ofrecen 
grandes posibilidades en el reconocimiento de los derechos; sin embargo, han sido poco utilizados 
para promover los derechos de las personas con discapacidad.  Considerar la aplicación de los 
grandes instrumentos normativos de derechos humanos de las Naciones Unidas –léase: Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), Convención contra la Tortura, Convención sobre los 
Derechos del Niño (CDN), Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (CEDAW) y Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial- podría fortalecer y acelerar el proceso de reforma relacionado con la 
discapacidad que se está observando en todo el mundo. 
 
Es evidente que los Estados están avanzando hacia una perspectiva de la discapacidad basada en los 
derechos humanos.  Las últimas investigaciones demuestran que 39 Estados de todas partes del 
mundo han aprobado una legislación basada en la no discriminación y la igualdad de oportunidades 
en el contexto de la discapacidad.  Este cambio también se pone de manifiesto también en el hecho 
de que las instituciones nacionales encargadas de la promoción y protección de los derechos 
humanos en todo el mundo han comenzado a interesarse activamente en las cuestiones relacionadas 
con la discapacidad.   
 
Las propias personas con discapacidad ya están enmarcando su secular sentimiento de agravio e 
injusticia en el lenguaje de los derechos.  Las injusticias individuales ya no tienen por qué 
experimentarse en solitario.  Las organizaciones no gubernamentales (ONG) que se ocupan de las 
cuestiones relacionadas con la discapacidad, están empezando a considerarse también 
organizaciones no gubernamentales de derechos humanos, que procesan información concreta sobre 
presuntas violaciones de los derechos humanos de las personas con discapacidad.  
 
Tenemos entonces que los sistemas de protección y promoción de derechos humanos gravitan sobre 
la base del desarrollo de estándares exigibles a los Estados, expresados en "obligaciones negativas" 
(de no hacer) y de "obligaciones positivas" (de hacer). Las primeras contienen especialmente el 
deber de respetar (duty to respect), mientras que las segundas incluyen, de manera más clara, el 
deber de proteger (duty to protect) y el deber de lograr/realizar (duty to fulfill) los derechos 
humanos reconocidos internacionalmente. 

 
Como aspecto esencial al principio de igualdad, las normas internacionales y la legislación interna 
en diversos países, incluyeron la prohibición de discriminación en razón de la discapacidad.  Así, en 
la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena (1993), se reafirmó la universalidad de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales, por lo que se comprende sin reservas a las 
personas con discapacidades, señalando que cualquier discriminación directa u otro trato 
discriminatorio negativo de una persona discapacitada, es una violación de sus derechos humanos3. 
Por otro lado, la Declaración y Plataforma de Acción de Viena, estableció la obligación de los 
Estados de prestar especial atención a la no discriminación y al disfrute en igualdad de condiciones, 
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por parte de los discapacitados, de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
incluida su participación activa en todos los aspectos de la sociedad4. 
 
Antes de la Declaración de Viena, los instrumentos internacionales de Derechos Humanos no 
hacían referencia específicamente a los derechos de las personas con discapacidad, pronunciándose 
más bien sobre la igualdad de todas las personas ante ley y al derecho a igual protección legal, sin 
discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social5.  
 
Esto no significa que no hayan existido intentos anteriores de reconocer los derechos de las 
personas con discapacidad en instrumentos internacionales. Ya en el año 1982, la Asamblea 
General de las Naciones Unidas aprobó el Programa de Acción Mundial para los Impedidos, en el 
que se subrayó el derecho de las personas con discapacidad a las mismas oportunidades que los 
demás ciudadanos y a disfrutar igualmente de las mejoras en las condiciones de vida resultantes del 
desarrollo económico y social6.   
 
Posteriormente  se llevó a cabo la Reunión Mundial de Expertos para examinar la marcha del 
Programa, la que concluyó en la necesidad de contar con directrices basadas en el reconocimiento 
de los derechos de las personas con discapacidad, recomendándose a la Asamblea General que se 
convocara a una reunión especial para redactar una Convención Internacional sobre la Eliminación 
de todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad7.  Italia y Suecia 
presentaron esbozos de dicha Convención en el 42º y 44º período de sesiones de la Asamblea 
General, respectivamente; sin embargo, en ninguna de las dos oportunidades se pudo alcanzar 
consensos sobre la conveniencia de tener una convención específica, pues a juicio de muchos 
representantes de los Estados, los documentos existentes sobre Derechos Humanos ya garantizaban 
a las personas con discapacidad los mismos derechos que a los demás. 
 
En el año 1990, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas convino en ocuparse de la 
elaboración de un instrumento internacional con carácter diferente a una convención.  Para 
efectivizar el acuerdo, el Consejo autorizó a la Comisión de Desarrollo Social a establecer un grupo 
especial de trabajo de expertos gubernamentales, de composición abierta, para que elaborara 
Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para los niños, jóvenes y adultos con 

                                                 
4  La Declaración y Programa de Acción de Viena hace referencia a los derechos humanos de las personas discapacitadas en el 

punto 1.23 y en un acápite que contempla  específicamente los derechos de dichas personas (6.63  a  6.65) 
 
5 Artículos 2º y 26º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículos 2º numeral 2 y 3º del Pacto de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales; artículo 1º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
 
6  La aprobación se dio el 3 de Diciembre de 1982, mediante Resolución Nº 37/52 
 
7  Recordemos que Naciones Unidas había contemplado ya la necesidad de contar con instrumentos de carácter específico, 

como la Convención sobre la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer, adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979 

 



discapacidad8, las que fueron finalmente elaboradas sobre la base de la experiencia adquirida 
durante en Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos (1983-1992)9. 
 
Las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad, 
tienen como objeto: 
 
1. Poner de relieve que todas las medidas en la esfera de la discapacidad presuponen un 

conocimiento y una experiencia suficientes, acerca de las condiciones y necesidades especiales 
de las personas con discapacidad. 

2. Destacar que el proceso mediante el cual cada uno de los aspectos de la organización de la 
sociedad se pone a disposición de todos, es un objetivo fundamental del desarrollo 
socioeconómico. 

 
3. Señalar aspectos decisivos de las políticas sociales en la esfera de la discapacidad, incluyendo 

cuando proceda, el fomento activo de la cooperación económica y técnica. 
 
4. Ofrecer modelos para el proceso político de adopción de decisiones, necesario para la 

consecución de la igualdad de oportunidades, teniendo en cuenta la existencia de una gran 
diversidad de niveles económicos y técnicos, así como el hecho de que el proceso debe reflejar 
un profundo conocimiento del contexto cultural en el que se desarrolla y el papel fundamental 
que las personas con discapacidad desempeñan en dicho proceso. 

 
5. Proponer la creación de mecanismos nacionales para establecer una estrecha colaboración entre 

los Estados, los órganos del sistema de las Naciones Unidas, otros órganos 
intergubernamentales y las organizaciones de personas con discapacidad. 

 
6. Proponer un mecanismo eficaz de supervisión del proceso por medio del cual los Estados tratan 

de lograr la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.  
 
Si bien las Normas Uniformes no son de cumplimiento obligatorio, pueden convertirse en normas 
internacionales consuetudinarias cuando un gran número de Estados las aplique con la intención de 
respetar una norma de derecho internacional, puesto que llevan implícito el compromiso moral y 
político de los Estados de adoptar medidas para lograr la igualdad de oportunidades.  La finalidad 
de las Normas Uniformes es garantizar que niños y niñas, mujeres y hombres con discapacidad, 
puedan tener los mismos derechos y obligaciones que los demás miembros de la sociedad, 
estableciendo  la responsabilidad de los Estados de adoptar medidas adecuadas para eliminar 
obstáculos que impidan a las personas con discapacidad su plena participación en las actividades de 
la sociedad. 
 
En la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo, llevada a cabo en la ciudad de El 
Cairo en el año 1994, se trató el tema de las personas con discapacidad  en referencia al crecimiento 

                                                 
8 El establecimiento de este grupo de trabajo especial fue aprobado por la Comisión de Desarrollo Social, mediante 

Resolución Nº 32/2 del 20 de Febrero de 1991 
 
9 Las Normas Uniformes sobre Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad, se aprobaron por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante Resolución Nº 48/96 de fecha 20 de Diciembre de 1993 
 



y estructura de la población10.  Se evidenció  la necesidad de promocionar medidas eficaces para la 
prevención y  la rehabilitación de la discapacidad, sin desconocerse por ello el aumento en la 
conciencia y en el conocimiento de la población, de las cuestiones relativas a la discapacidad. 
Asimismo se exhortó a los gobiernos a cumplir con las siguientes obligaciones: 
 
a) Establecer la infraestructura apropiada para atender las necesidades de las personas con 

discapacidad, en especial lo referente a su educación, capacitación y rehabilitación. 
 
b) Reconocer sus necesidades en materia de salud reproductiva, entre otras cosas, incluida la 

planificación familiar y la lucha contra el VIH/SIDA. 
 
c) Eliminar las formas concretas de discriminación  de las que pueden ser objeto las personas con 

discapacidad en relación con los derechos reproductivos, la formación de hogares y familias y 
la migración internacional.  

 
Bajo el auspicio de los consensos mundiales antes señalados, a nivel del sistema de protección 
interamericano de Derechos Humanos se aprobó la Convención Interamericana para la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las personas con discapacidad, 
aprobada en la ciudad de Guatemala el 7 de Junio de 1999, cuyos objetivos son la prevención y 
eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar 
su plena integración en la sociedad11.  Finalmente se contaba con un instrumento interamericano 
con carácter vinculante, que establecía las obligaciones de los Estados Parte  de promover la 
integración social y el desarrollo individual de las personas con discapacidad, reconociendo con ello 
la aplicación universal de los derechos y principios relativos a la igualdad, seguridad, libertad, 
integridad y dignidad de todos los seres humanos. 
 
La Declaración de la Cumbre de las Américas, realizada en la ciudad de Quebec en el mes de 
Abril de 2001, reconoce la protección universal y la promoción de los Derechos Humanos como un 
aspecto fundamental para el funcionamiento de las sociedades democráticas, subrayándose la 
importancia del respeto al  Estado de Derecho, el acceso equitativo y efectivo a la justicia y la 
participación de todos los sectores de la sociedad en la toma de decisiones públicas.  De esta 
manera, los Estados que fueron parte en dicha reunión, en cumplimiento de las obligaciones 
internacionales y del respeto de las normas internacionales, se comprometieron a considerarán 
firmar, ratificar y/o adherirse, lo antes posible y según sea el caso, todos los instrumentos 
universales e interamericanos de derechos humanos, además de tomar medidas concretas, al nivel 
nacional, para promover y fortalecer el respeto a los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de todas las personas, incluyendo aquellos que corresponden a las mujeres,  niños, 
ancianos, pueblos indígenas, migrantes, repatriados, discapacitados  y los que pertenecen a otros 
grupos vulnerables o discriminados.  
 
A solicitud del gobierno peruano, lo Cancilleres de América reunidos en el 36º Período Ordinaria de 
Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos –OEA,  celebrada en 
Santo Domingo del 4 al 6 de junio de 2006, declararon el Decenio de las Américas por los Derechos 

                                                 
10  Capítulo VI: Crecimiento y estructura de la población, Item E: Personas con discapacidad, del Programa de Acción de 

la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo, El Cairo, 1994.  
 
11 El Perú es uno de los países que firmó la Convención el 8 de Junio de 1999.  Lo que habría que confirmar es si ya fue 

ratificada por el Estado Peruano.  



y la Dignidad de las Personas con Discapacidad 2006-2016. Su finalidad era hacer visible la 
problemática de la discapacidad, concertar esfuerzos de la cooperación internacional y los agentes 
de desarrollo, reafirmar la voluntad política de los gobiernos de atender las necesidades de este 
colectivo, crear un sistema de vigilancia y cumplimiento de los derechos de las personas con 
discapacidad  
 
Finalmente, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Convención de Derechos de las 
Personas con Discapacidad , en fecha 13 de diciembre de 2006; su ratificación por parte de los 
Estados miembros ha comenzado el 30 de marzo de 2007, no habiendo aún el Estado Peruano 
aprobado la Resolución Legislativa para su entrada en vigencia.  Del mismo modo se ha aprobado 
el Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, 
por el que se reconoce la competencia del Comité sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad ("el Comité") para recibir y considerar las comunicaciones presentadas por personas o 
grupos de personas sujetos a su jurisdicción que aleguen ser víctimas de una violación por ese 
Estado Parte de cualquiera de las disposiciones de la Convención, o en nombre de esas personas o 
grupos de personas.  
 
La Convención recoge la accesibilidad como uno de sus principios generales, en el apartado "f" del 
artículo 3º. Por otra parte, el artículo 9º está dedicado a la accesibilidad en general, lo que incluye la 
accesibilidad en el medio físico y la accesibilidad en los sistemas de información y comunicación: 
 

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y 
participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán 
medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en 
igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la 
información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al 
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que 
incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se 
aplicarán, entre otras cosas, a:  

a. Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores 
e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares de 
trabajo;  

b. Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los 
servicios electrónicos y de emergencia.  

 
2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para:  

a. Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y 
directrices sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos 
al público o de uso público;  

b. Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instalaciones y 
servicios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los 
aspectos de su accesibilidad para las personas con discapacidad;  

c. Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas de 
accesibilidad a que se enfrentan las personas con discapacidad;  

d. Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de señalización 
en Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión;  



e. Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, incluidos 
guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de señas, para 
facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público;  

f. Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas con 
discapacidad para asegurar su acceso a la información;  

g. Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos sistemas 
y tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida Internet;  

h. Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de 
sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles en 
una etapa temprana, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean 
accesibles al menor costo. 

 
 
Reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad en el marco normativo 
nacional 
 
El marco jurídico peruano a favor de las personas con discapacidad está dado por la Constitución 
Política del Estado del año 1993, que mantiene el principio de discriminación positiva introducida 
en la Constitución de 1979, que busca favorecer a dichas personas, promulgándose para ello un 
marco legal de protección.  De esta manera, el artículo 7º de la Carta Magna establece que la 
persona incapacitada para velar por sí misma a causa de una deficiencia física o mental, tiene 
derecho al respeto de su dignidad y a un régimen legal de protección, atención, readaptación y 
seguridad.  Del mismo modo, el artículo 23º establece la protección de la persona discapacitada 
trabajadora y que este derecho es objeto de atención prioritaria por parte del Estado. 
 
Estos derechos deben ser interpretados de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y con los tratados sobre derechos humanos aprobados y ratificados por el Estado peruano, 
entre ellos la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación hacia las Personas 
con Discapacidad (suscrita por Perú en el año 2001) 
 
Desde el mes de Octubre de 1995 se presentaron y debatieron en el Congreso de la República seis 
proyectos de ley referidos a personas con discapacidad; finalmente y luego de largos debates que se 
prolongaron por más de tres años, el 31 de Diciembre de 1998 se promulgó la Ley Nº 27050: Ley 
General de la Persona con discapacidad, publicada en el diario oficial “El Peruano” el 6 de Enero de 
1999, mediante la cual se crea el Consejo Nacional para la Integración de la Persona con 
Discapacidad - CONADIS, que se incorpora al Ministerio de Promoción de la Mujer y del 
Desarrollo Humano (actualmente MIMDES) como Organismo Público Descentralizado.   Dicho 
organismo tenía la finalidad de brindar protección, atención de salud, trabajo, educación, 
rehabilitación, seguridad social y prevención, para que las personas con discapacidad alcancen su 
desarrollo e integración, social, económico y cultural; dispuso además la creación del Registro 
Nacional de Personas con Discapacidad, cuyos requisitos y procedimientos serán fijados en el 
Reglamento del CONADIS; 
 
La Ley Nº 27050 fue modificada en varias oportunidades:   
 
1. Ley Nº 27139º (publicada el 16 de Junio de 1999), que modificó el artículo 6º de la Ley Nº 

27050, referido a la conformación de la CONADIS 
 



2. Ley Nº 27639 (publicada el 19 de Enero de 2002), que modificó el artículo 44º de la Ley Nº 
27050, referido a la dotación de áreas y acceso a instalaciones públicas y privadas. 

 
3. Ley Nº 28164 (publicada el 10 de Enero de 2004), que modificó los artículos 6º, 7º, 8º, 10º, 25°, 

26°, 30º, 33º y 36º de la Ley Nº 27050 
 
El Reglamento de la Ley N° 27050 fue aprobado el 4 de Abril de 2000 mediante Decreto Supremo 
Nº 003-2000-PROMUDEH  y publicado en el diario oficial “El Peruano” al día siguiente de su 
promulgación.  Mediante este dispositivo se autorizó al Consejo Nacional de Integración de la 
Persona con Discapacidad -CONADIS, para que elabore su Reglamento de Organización y 
Funciones, que debía ser aprobado por Resolución Ministerial del sector correspondiente. 
 
Mediante Resolución de Presidencia N° 004-2000-P/CONADIS, publicado el 13 de Mayo de 2000, 
se aprobó el Reglamento del Registro Nacional de la Persona con Discapacidad del Consejo 
Nacional de Integración de la Persona con Discapacidad – CONADIS 
 
El  Reglamento de Organización y Funciones (ROF) del CONADIS fue aprobado mediante 
Resolución Ministerial N° 173-2000-PROMUDEH, con la finalidad de establecer los órganos 
integrantes de su estructura orgánica, así como las funciones que son competencia de cada uno, con 
una perspectiva de modernización en el logro de los objetivos institucionales de atención a la 
población en situación de riesgo y/o abandono 
 
En fecha 23 de Febrero de 2007 se  promulgó el Decreto Supremo N° 001-2007-MIMDES, 
mediante el cual se aprueba la fusión del Consejo Nacional de Integración de la Persona con 
Discapacidad -CONADIS  y el Instituto Nacional de Desarrollo de Pueblos Andinos, Amazónicos  
y Afroperuano – INDEPA.  Este hecho ha generado la extinción del CONADIS como Organismo 
Público Descentralizado del MIMDES y la creación de la Dirección General de la Persona con 
Discapacidad, como órgano del Despacho Viceministerial de la Mujer. 
 
La Dirección General de la Persona con Discapacidad es responsable de formular, proponer, 
coordinar, supervisar y evaluar las políticas nacionales, normas, planes, programas, estrategias y 
proyectos  para el desarrollo e integración social, económica y cultural de la persona con 
discapacidad en un marco de igualdad de oportunidades, sin distinción de edad, sexo, raza, religión 
o nivel socio-económico, garantizando el ejercicio pleno de sus derechos y promoviendo la 
participación ciudadana. Mantiene relaciones funcionales con los demás órganos, programas 
nacionales del Ministerio y organismos públicos descentralizados del Sector. Asimismo coordina 
con los gobiernos regionales y locales la ejecución de programas y proyectos referidos al ámbito de 
su competencia, así como con otras entidades públicas y privadas vinculadas al cumplimiento de su 
misión12.  
 
Aún antes de la dación de la Ley Nº 27050, se han dictado leyes y normas de rango inferior que 
regulan situaciones específicas de las personas con discapacidad en distintos campos de acción, 
tales como salud, educación, empleo, seguridad social e, incluso, exoneraciones tributarias; así 
tenemos: 
 
 

                                                 
12 Información obtenida de la página web del CONADIS: http://www.conadisperu.gob.pe/ index.php?option=com _ 
content&task=blogcategory&id=18&Itemid=39 

http://www.conadisperu.gob.pe/


1. Normas de Salud y Rehabilitación: 
  
• Resolución Ministerial Nº 027-89-SA/DM (31 .01.1989): Aprueban el Programa Modelo de 

Rehabilitación Basada en la Comunidad - RBC  
• Resolución ViceMinisterial N° RVMI-010-90-SA (26.01.1990): Aprueban Reglamento de 

Organización y Funciones del Instituto Nacional de Rehabilitación-INR  
• Resolución Ministerial Nº 314-97-SA/DM (11.07.1997): Aprueban Módulo de Información 

de Discapacidad que será implementado a nivel nacional  
• Resolución Ministerial N° 372-2000-SA/DM (27.11.2000): Aprueban el Formato del 

Certificado de Discapacidad  
• Resolución Ministerial Nº 075-2004/MINSA (29.11.2004): Aprueba los "Lineamientos para 

la Acción en Salud Mental". (29/01/2004).  
• Resolución Ministerial N° 216-2004/MINSA (04.03.2004): Disponen que establecimientos 

de salud del MINSA, EsSalud, Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales, realicen una vez al 
año campaña gratuita de prevención y atención en salud integral para personas con 
discapacidad.  

• Resolución.Ministerial N° 298-2004/MINSA (22.03.2004): Establecen "Expedición 
Gratuita del Certificado de Discapacidad" en diversos establecimientos de salud que 
cuenten con servicios de rehabilitación.  

 
 
2. Normas de Promoción Laboral y Empresarial: 
 

• Ley Nº 27268 (27.05.2000): Ley General de la Pequeña y Micro Empresa, artículo  9º: 
establece Programas especiales de capacitación para organizaciones de base y 
discapacitados 

• Decreto Supremo 001-2003-TR (10.01.2003): Crean el registro de empresas promocionales 
para personas con discapacidad.  

• Resolución Defensorial Nº 039-2003-DP (18.12.2003): Recomiendan al Congreso de la 
República modificar el artículo 36 de la Ley Nº 27050, Ley General de la Persona con 
Discapacidad (que establece bonificaciones en los concursos de méritos para cubrir 
vacantes del sector público).  

• Decreto Legislativo 949 (27.01.2004): Modifica la Ley del Impuesto a la Renta a fin de 
considerar la deducción sobre remuneraciones establecida en el articulo 35° de la ley 
general de la persona con discapacidad (para las empresas públicas o privadas que empleen 
personas con discapacidad).  

• Resolución N° 296-2004/SUNAT (04.12.2004): Establecen procedimiento para el cálculo 
del porcentaje de deducción adicional aplicable a las remuneraciones pagadas a personas 
con discapacidad.  

 
 
3. Normas sobre temas educativos y de capacitación: 
 

• Resolución Defensorial N° 33-2000-DP (08.06.2000): Aprueban la "Ficha de Supervisión 
de Centros Educativos Especiales"   

• Ley Nº 28044 (29.07.2003): Ley General de Educación  
• Decreto Supremo Nº 026-2003-ED (12.11.2003): Disponen que el Ministerio de Educación 

lleve a cabo planes y proyectos que garanticen la ejecución de acciones sobre educación 
inclusiva en el marco de una "Década de la Educación Inclusiva 2003-2012"  
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• Resolución Ministerial Nº 0459-2004-IN/PNP (27.03.2004): Crean beneficio en el proceso 
de admisión a las Escuelas de Formación de la Policía Nacional del Perú, para hijos de 
personal con discapacidad y fallecidos en el cumplimiento del deber  

 
 

4. Normas de accesibilidad: contra Barreras Arquitectónicas y de Transporte: 
 

• Ley Nº 23347 (18.12.1981): Obligatoriedad de rampas para impedidos físicos que utilicen 
sillas de ruedas  

• Ordenanza Nº 028-2000-MDSMP (Municipalidad de San Martín de Porres, del 
19.12.2000): Establecen obligación de responsables de unidades de transporte público que 
operan en el distrito, de reservar asientos en la puerta de bajada para pasajeros con 
discapacidad y adultos mayores  

• Resolución Ministerial Nº 069-2001-MTC/15.04 (12.01.2001): Actualizan las normas 
técnicas NTE U.190 "Adecuación urbanística para personas con discapacidad" y NTE 
A.060 "Adecuación Arquitectónica para personas con discapacidad"  

• Resolución Defensorial Nº 08-2001/DP (15.02.01): Instan a alcaldes del país adecuar el 
diseño urbano de sus ciudades y erradicar barreras físicas existentes a fin de garantizar el 
desplazamiento de personas con discapacidad  

• Ley Nº 27471 (05.06.2001): Ley de uso de medios visuales adicionales en programas de 
televisión y de servicio público por cable para personas con discapacidad por deficiencia 
auditiva.  

• RDM Nº 081-01-MML/DMTU (28.06.2001): Modifican artículo de resolución referida a 
Reserva de Asientos Preferenciales para Personas con discapacidad, ancianos y gestantes en 
los vehículos de Transporte Público de Pasajeros  

• Ley Nº 27920 (14.01.2003): Ley que establece sanciones por el incumplimiento de normas 
técnicas de edificación técnicas NTE U.190 y NTE A.060 sobre adecuación urbanística y 
arquitectónica para personas con discapacidad  

• Decreto Supremo Nº 011-2003-MTC (05.03.2003): Aprueban el Reglamento de Ley de uso 
de medios visuales adicionales en programas de televisión y de servicio público de 
distribución de radiodifusión por cable para personas con discapacidad  

• Ley Nº 28084 (08.10.2003): Ley que regula el parqueo especial para vehículos ocupados 
por personas con discapacidad  

• Resolución Directoral Nº 1804-2004-MTC/15 (04.04.2004): Aprueban formato del Permiso 
Especial de Parqueo para personas con discapacidad   

 
 
5. Normas sobre exoneración o inafectación de impuestos para la importación de prótesis y 

vehículos especiales para personas discapacitadas o minusválidas: 
  

• Circular Nº 46-30-98-ADUANAS-INTA (07.10.1998): Precisan procedimiento a seguir en 
la importación de prótesis y vehículos especiales para personas discapacitadas o 
minusválidas  

• Resolución de Intendencia Nacional de Aduanas Nº 001059 (19.09.1999):  Procedimientos 
Generales y Específicos adecuados al sistema de calidad de Aduanas, que aprueba el 
Procedimiento Específico INTA-PE.01.03: Beneficios Tributarios: Sector Agrario y 
Discapacitados.  
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• Resolución de Intendencia Nacional de Aduanas N° 0002475 (10.11.2001): Modifica el 
Procedimiento Específico INTA-PE.01.03 (v-1) Beneficios Tributarios: Sector Agrario y 
Discapacitados 

 
 

6. Normas sobre Defensoría de los derechos de las personas con Discapacidad: 
  

• Resolución Defensorial N° 16-2000-DP  (21.03.2000): Aprueban el Informe Defensorial N° 
37, "El Derecho de Sufragio de la Persona con Discapacidad"  

• Resolución Defensorial N° 33-2000-DP (08.06.2000): Aprueban la "Ficha de Supervisión 
de Centros Educativos Especiales"  

• Resolución Defensorial N° 37-2000-DP (16.06.2000): Aprueban la cartilla denominada "El 
Rol de las Municipalidades en el desarrollo de las personas con discapacidad"  

• Resolución Defensorial Nº 08-2001/DP (15.02.2001): Instan a alcaldes del país adecuar el 
diseño urbano de sus ciudades y erradicar barreras físicas existentes a fin de garantizar el 
desplazamiento de personas con discapacidad  

• Resolución Defensorial Nº 039-2003-DP (18.12.2003): Recomiendan al Congreso de la 
República modificar el artículo 36º de la Ley Nº 27050, Ley General de la Persona con 
Discapacidad. 

 
 
7. Normas sobre electores con discapacidad y el ejercicio de sus derechos civiles y políticos: 

 
• Resolución Jefatural N° 127-2000-J/ONPE (23.03.2000): Dictan normas para facilitar 

emisión de voto de ciudadanos con discapacidad.  
• Resolución Jefatural N° 189-2000-J/ONPE (10.05.2000): Establecen disposiciones para 

facilitar la emisión del voto de ciudadanos con discapacidad  
• Resolución Jefatural N° 169-2001-J/ONPE (14.02.2001): Establecen medidas que se 

adoptarán para facilitar la emisión del voto de personas con discapacidad  
• Resolución Jefatural N° 177-2001-J/ONPE  (23.02.2001): Establecen disposiciones a fin de 

contar con base de datos que permita aumentar y mejorar la participación de personas con 
discapacidad en los futuros procesos electorales  

• Resolución Jefatural Nº 035-2001-JEF/RENIEC (14.03.2001): Establecen disposiciones 
para la inscripción de mayores de edad que presenten impedimento mental ante el Registro 
Único de Identificación de las Personas Naturales  

• Resolución Jefatural Nº 530-2001-J/ONPE (06.10.2001): Establece medidas que se 
adoptarán para facilitar la emisión del voto de personas con discapacidad 

• Resolución Jefatural Nº 341-2002-J-ONPE (22.10.2002): Aprueban Directiva Nº D01.0-
2002-GFCE/ONPE "Facilidades para la Emisión del Voto de los Ciudadanos y Ciudadanas 
con Discapacidad y su Empadronamiento" 

 
  
Políticas referidas a derechos de las personas con discapacidad 
 
El 22 de Julio de 2002 se aprobaron un conjunto de veintinueve políticas de Estado que constituye 
el ACUERDO NACIONAL13, de las cuáles debemos destacar las siguientes: 
                                                 
13 El Acuerdo Nacional es el resultado del Compromiso suscrito en fecha 05 de Marzo de 2002, por los representantes de 

las fuerzas políticas, de la sociedad civil y del gobierno, por el que se abría un espacio de diálogo y de respeto a las 
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Décima Política de Estado (Equidad y Justicia Social): Reducción de la Pobreza.- Se asume el 
compromiso de dar prioridad a la lucha contra la pobreza y a la reducción de la desigualdad social, 
aplicando políticas integrales y mecanismos orientados a garantizar la igualdad de oportunidades 
económicas, sociales y políticas. Asimismo se asume el compromiso de combatir la discriminación 
por razones de inequidad entre hombres y mujeres, origen étnico, raza, edad, credo o discapacidad, 
privilegiándose la asistencia a los grupos en extrema pobreza, excluidos y vulnerables. 
 
Décimo Primera Política de Estado: Promoción de la Igualdad de Oportunidades sin 
Discriminación.- Se asume el compromiso de priorizar de manera efectiva la promoción de la 
igualdad de oportunidades, reconociendo la existencia en nuestro país de diversas expresiones de 
discriminación e inequidad social, en particular contra la mujer, la infancia, los adultos mayores, las 
personas integrantes de comunidades étnicas, los discapacitados y las personas desprovistas de 
sustento.  Para la reducción y erradicación de estas expresiones de desigualdad, se requerirán 
temporalmente de acciones afirmativas del Estado y de la sociedad, aplicando políticas y 
estableciendo mecanismos dirigidos a garantizar la igualdad de oportunidades económicas, sociales 
y políticas para toda la población.  Para ello el Estado: (e) desarrollará sistemas que permitan 
proteger a niños, niñas, adolescentes, adultos mayores, mujeres responsables de hogar, personas 
desprovistas de sustento, personas con discapacidad y otras personas discriminadas o excluidas 
(....). 
 
Décimo Tercera Política de Estado (Equidad y Justicia Social): Acceso Universal a los 
Servicios de Salud y a la Seguridad Social.- Se asume el compromiso de asegurar las condiciones 
para un acceso universal a la salud en forma gratuita, contínua, oportuna y de calidad, priorizando 
las zonas de concentración de pobreza y poblaciones más vulnerables; asimismo se compromete a 
promover la participación ciudadana en la gestión y evaluación de los servicios públicos de salud.   
Para ello el Estado: (...); (f) ampliará y descentralizará los servicios de salud, especialmente en las 
áreas más pobres del país, priorizándolos hacia las madres, niños, adultos mayores y 
discapacitados (...); (h) promoverá la maternidad saludable y ofrecerá servicios de planificación 
familiar, con libre elección de los métodos y sin coerción; (...); (l) incrementará progresivamente el 
porcentaje del presupuesto del sector salud; (...). 
 
El Plan Nacional de Derechos Humanos 2006-2010, elaborado por el Consejo Nacional de 
Derechos Humanos y aprobado el 18 de Diciembre de 2005 mediante Decreto Supremo Nº 017-
2005-JUS, estableció como una de sus Lineamientos Estratégicos  la implementación de políticas 
afirmativas a favor de los derechos de los sectores de la población en condición de mayor 
vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación (LE4). De este modo el 
Objetivo Estratégico 3 se dirigió a garantizar los derechos de las personas con discapacidad,  
planteándose como resultados y actividades los siguientes: 
 
Resultado 1: Se promueven medidas para asegurar la plena realización de los derechos de las 
personas con discapacidad, dentro de un régimen de igualdad de trato y no discriminación. 
 
Actividad 1:  

                                                                                                                                                     
diversas propuestas políticas, dirigido a alcanzar un Acuerdo Nacional.  En este documento se estableció la 
conformación de Foros temáticos -Gobernabilidad,  Equidad Social y Justicia Social, Competitividad, y de 
Institucionalidad y Etica Pública- que contaron con 827 participantes.   



Incluir como principios rectores de la legislación sobre discapacidad la declaración del interés 
publico y social que orienta la promoción y protección de los derechos de las personas con 
discapacidad; la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación que las afectan; así 
como su desarrollo integral y plena integración en la sociedad, en igualdad de condiciones de 
calidad, equidad, oportunidad, derechos y deberes que el resto de los habitantes de la República. 
 
Actividad 2:  
Incluir la variable discapacidad en los censos nacionales y otorgar a las personas con discapacidad 
particular prioridad en la atención de los programas sociales del Gobierno Central y los Gobiernos 
Regionales y Locales. 
 
Actividad 3: 
Promover el reconocimiento del derecho de las personas con discapacidad que no disfruten del 
derecho de vivir con su familia, a contar con opciones para vivir con dignidad, en ambientes no 
segregados. 
 
Actividad 4: 
Promover las medidas de carácter legislativo, social, presupuestario, educativo y laboral, necesarias 
para garantizar la igualdad y equidad de oportunidades, eliminando la discriminación de las 
personas con discapacidad y propiciando su plena integración en la sociedad. 
 
Actividad 5: 
Asegurar la existencia de servicios de orientación familiar con objetivo de dar información a las 
familias, así como capacitación y entrenamiento, para la estimulación y maduración de los hijos(as) 
con discapacidad y la adecuación del entorno familiar a las necesidades rehabilitadoras de aquellos. 
 
Actividad 6: 
Crear un Sistema Único de Calificación de Discapacidades en base a la adecuación de la 
Clasificación Internacional de Discapacidades (CIF) y de la determinación de un porcentaje de 
menoscabo, acompañado de un registro descentralizado a cargo de las municipalidades por medio 
de sus respectivas Oficinas Municipales de Atención de las Personas con Discapacidad 
(OMAPED’s), así como de programas regulares de capacitación del personal de equipos 
multidisciplinarios en materia de certificación, a cargo del Ministerio de Salud. 
 
Actividad 7: 
Instituir un Plan Nacional de Prevención de Discapacidades, con la participación de los sectores 
Salud, Educación y Trabajo, así como de los Gobiernos Regionales y Locales. Ç 
 
Actividad 8: 
Integrar en todos los servicios de Salud Pública el enfoque de Rehabilitación Integral basado en la 
Comunidad, incluyendo acciones de atención médica, psicológica, de capacitación e inserción 
laboral y social, accesibles y oportunas, para todas las personas con discapacidad. 
 
Actividad 9: 
Promover medidas destinadas a incluir a las personas con discapacidad en el Seguro Integral de 
Salud (SIS), la capacitación permanente de los profesionales de la Salud y la potenciación y 
modernización de los servicios de salud para las personas con discapacidad psiquiátrica, asegurando 
su conducción con un enfoque comunitario.  
 



Actividad 10: 
Velar para que, en aquellos casos en que en razón de la discapacidad, sea imprescindible el uso de 
prótesis, de órtesis o de otras ayudas técnicas para realizar las funciones propias de la vida diaria, 
para la educación o para el trabajo, la adquisición, conservación, adaptación y renovación de éstas 
sea entendida como parte del proceso de rehabilitación, instituyéndose un Banco de Ayudas Bio 
Mecánicas y Medicinas que permita a las personas con discapacidad obtener facilidades para 
acceder a las ayudas que requieran, a través de donaciones o préstamos, según su condición socio 
económica. 
 
Actividad 11: 
Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho a la educación y a no ser 
discriminados por razón de su discapacidad, implementando medidas para asegurar que las personas 
con necesidades educativas especiales, con posibilidades de inserción, puedan recibir su educación 
en el sistema educativo regular, con los servicios de apoyo requeridos. 
 
Actividad 12: 
Dictar medidas para asegurar que los procedimientos de ingreso a todas las entidades educativas 
resulten adecuados para permitir el acceso de las personas con discapacidad, y cuenten con 
materiales educativos específicos según la discapacidad que presenten, incluidas las bibliotecas de 
acceso público. 
 
Actividad 13:  
Promover medidas para que los establecimientos públicos y privados de uso público, así como 
aquellos que exhiban espectáculos artísticos, culturales o deportivos sean acondicionados para que 
las personas con discapacidad puedan acceder a los mismos. 
 
Actividad 14:  
Integrar en el Plan Operativo Anual del Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo (MTPE) 
medidas especiales con el fin de lograr la igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre los 
trabajadores con discapacidad y sin discapacidad, así como para promover oportunidades de empleo 
para las personas con discapacidad que se ajusten a las normas de empleo y salario aplicables a los 
trabajadores en general. 
 
Actividad 15: 
Instituir en el Ministerio de Trabajo un servicio de defensa legal gratuito y de asesoría del 
trabajador con discapacidad, encargado de defender y promover el ejercicio de los derechos de los 
trabajadores con discapacidad, en un marco de no discriminación e igualdad y equidad de 
oportunidades; así como un Sistema de Colocación Selectiva para trabajadores con discapacidad, y 
sistemas de cuotas e incentivos para la contratación de trabajadores con discapacidad en los entes 
públicos y privados. 
 
Actividad 16: 
Implementar medidas para asegurar la progresiva ampliación de la oferta de servicios de 
rehabilitación en todas las regiones del país, incluyendo servicios ambulatorios, de igual calidad, 
habilitados con recursos humanos y técnicos idóneos, así como con los servicios de apoyo que se 
requieran para garantizar una atención óptima de las necesidades de las personas con discapacidad. 
 
 
 



Actividad 17: 
Implementar medidas a cargo del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento para 
promover, en coordinación con las Municipalidades, la adecuación del diseño urbano de las 
ciudades a las necesidades de las personas con discapacidad, así como la promoción de viviendas 
accesibles y medidas relacionadas con la accesibilidad en el transporte. 
 
Actividad 18: 
Implementar medidas a cargo del Ministerio de Transportes y Comunicaciones para promover, en 
coordinación con las Municipalidades y la Policía Nacional, medidas relacionadas con la 
accesibilidad en el transporte. 
 
Actividad 19: 
Fomentar la organización de redes de voluntariado para la atención de personas con discapacidad, 
promoviendo la constitución y funcionamiento de instituciones sin fines de lucro que agrupen a 
personas interesadas en esta actividad, a fin de que puedan colaborar con los profesionales en la 
realización de actividades de promoción de su desarrollo integral 
 
 
Conclusiones 
 
De acuerdo al Informe de la CEEDIS del mes de Julio de 2006, el balance de la Ley Nº 27050, a 
cuatro años de su aprobación, es negativo. A pesar de los esfuerzos legislativos para lograr una 
mayor igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, no se ha logrado un adecuado 
cumplimiento de la norma que permita reconocer un verdadero cambio. Asimismo, las medidas de 
fomento establecidas en las políticas públicas estatales tampoco han logrado los resultados 
esperados. 
 
Como se ha señalado anteriormente, la Ley 27050 ha sido complementada durante estos años por 
una serie de normas legales y reglamentarias que han ampliado el panorama de derechos y medidas 
de fomento a favor de las personas con discapacidad en el Perú, las que podemos agrupar en seis 
grandes rubros: 
 
1. Derechos Civiles y Políticos 
 
El ámbito de los derechos civiles y políticos es en el que menos se ha avanzado desde la expedición 
de la Ley 27050. La Ley 27050 no realiza ninguna mención respecto de estos derechos, limitándose 
a señalar que la persona con discapacidad tiene los mismos derechos que le asisten a la población en 
general, sin perjuicio de los derechos especiales que le asisten en aplicación de la dicha Ley y otras 
normas complementarias.  
 
Así, pese a los esfuerzos de la CEEDIS y otras entidades del Estado y de la sociedad civil, el 
panorama sigue siendo desolador. La clasificación que utiliza el Código Civil para determinar la 
capacidad de ejercicio de una persona, constituye el mayor obstáculo, pues incide negativamente en 
el colectivo de personas con discapacidad, reforzando estereotipos y limitando el pleno ejercicio de 
sus derechos.  
 
El artículo 31º de la Constitución Política del Perú, reconoce el derecho de los ciudadanos de ser 
elegidos y de elegir libremente a sus representantes.  Por ello es que en esa línea, la Ley Nº 26859: 
Ley Orgánica de Elecciones, prevé en su artículo 263º la posibilidad de que las personas con 



discapacidad visual puedan ingresar a la cámara secreta con una persona de su confianza, a fin de 
que puedan asistirlas en el acto de votación, así como el derecho a que se les proporcione, de ser 
posible, una cédula especial que les permita emitir su voto. 
 
Para garantizar el ejercicio del derecho de sufragio de las personas con discapacidad, no basta con 
permitir el apoyo durante la emisión del voto en las mesas de sufragio, sino que se requiere el 
establecimiento de un marco adecuado de atención y otorgamiento de facilidades durante todo el 
proceso electoral.  Al respecto, la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE), ha venido 
emitiendo resoluciones específicas para cada proceso/23, estableciendo facilidades para la votación 
de las personas con discapacidad. La última de ellas, la Directiva  Nº D01.0-2002-GFCE/ONPE, 
"Facilidades para la Emisión del Voto de los Ciudadanos y Ciudadanas con Discapacidad y su 
Empadronamiento", aprobada por Resolución Jefatural 341-2002-JONPE/24, establece dos tipos de 
acciones para garantizar el acceso 
 
2. Salud y Seguridad Social 

 
Si bien en el caso de las personas con discapacidad, el acceso a prestaciones de salud es 
imprescindible para lograr su rehabilitación, la realidad es que muy pocas tienen acceso a estos 
servicios, siendo el sector más excluido el de las personas con discapacidad severa y en situación de 
extrema pobreza, que siguen en la espera de los sistemas de seguridad social establecidos en la Ley 
Nº 27050. 
 
ESSALUD ha implementado planes de atención para aquellos que deseen acceder a sus servicios 
como afiliados facultativos14. No obstante, dichos planes no incluyen ni atenciones en rehabilitación 
ni prótesis o ayudas compensatorias; peor aún, en el  caso del Plan Protección Total se ha excluido 
de la cobertura a los dependientes adultos con discapacidad total permanente. 
Por otro lado, el artículo 21º de la Ley 27050 ha establecido la obligación del CONADIS de 
coordinar un régimen especial de prestaciones de salud asumidas por el Estado para personas con 
discapacidad severa y/o en situación de extrema pobreza. Esta labor se ha derivado al Seguro 
Integral de Salud (SIS), el cual se encuentra dirigido a atender a niños y adolescentes menores de 18 
años, madres gestantes y adultos en emergencia, que se encuentren en situación de pobreza o 
extrema pobreza.  Así, las personas con discapacidad que sean calificadas como de extrema 
pobreza, pueden acceder a los servicios que brinda el SIS. 
 
3.  Educación 
 
La educación es otro de los puntos donde se han registrado más avances: Tenemos así la Ley 
General de Educación y sus reglamentos, así como los diferentes documentos que ha suscrito el 
Ministerio de Educación, tales como el Acuerdo Nacional, el Plan de Educación para Todos, la 
Emergencia Educativa, el Plan de Acción por la Infancia y la Adolescencia, el Plan de Igualdad de 
Oportunidades para Personas con Discapacidad 2003-2007, entre otros. 
 

                                                 
14  Los planes establecidos por ESSALUD, son los siguientes: 

• Protección total: dirigido a aquellas personas ex aseguradas a regímenes especiales de salud que cuenten con 
56 años o más, o con menos siempre que sufran de una enfermedad crónica. 

• Protección vital: dirigido a aquellas personas ex aseguradas de regímenes especiales menores a 56 años, de 
otros planes o nuevos facultativos. Sólo les corresponde percibir las atenciones de salud establecidas en el 
Plan Mínimo de Atención 



El principio de educación inclusiva supone que las escuelas modifiquen sustancialmente su 
estructura, funcionamiento y propuesta pedagógica con el fin de dar respuesta a la diversidad de 
necesidades educativas de todos y cada uno de los niños y niñas, incluidos aquellos que presentan 
una discapacidad. 
 
4. Trabajo y Empleo 
 
La Ley Nº 27050 estableció regulaciones relacionadas con el trabajo de la persona con 
discapacidad, relacionadas por un lado con el acceso y permanencia a un puesto de trabajo y el goce 
pleno de los derechos laborales que por ello le correspondan, y por el otro, con la promoción de su 
empleo. Sin embargo, estas políticas de promoción del empleo a lo largo de todos estos años han 
demostrado ser insuficientes. Como señala el estudio “Trabajo y Discapacidad en el Perú” 
elaborado por Stanislao Maldonado para la Comisión Especial, no se ha logrado el impacto 
esperado, principalmente por la falta de políticas públicas orientadas a la distribución solidaria de 
los costos de contratación de una persona con discapacidad, el empleador y la sociedad en su 
conjunto. 
 
Estas políticas fueron complementadas por la Ley Nº 28164 que modifica a la Ley Nº 27050 en 
algunos artículos. Por su parte, la Ley de Reforma de la Ley 27050 ha establecido una serie de 
mecanismos adicionales con el fin de lograr una verdadera inclusión laboral del colectivo con 
discapacidad. La propuesta pretende efectivizar lo planteado en la Ley  Nº 27050, a fin de lograr 
mayor participación y mejores oportunidades laborales para las personas con discapacidad. 
 
5.  Accesibilidad en el Centro de Trabajo 
 
El reconocimiento del derecho de los trabajadores con discapacidad a contar con una adaptación 
razonable del puesto de trabajo no existe en nuestra legislación, pese a que la Recomendación 168 
de la Organización Internacional de Trabajo (OIT) sobre la Readaptación Profesional y el Empleo 
de Personas Inválidas señala que los Estados deberían adoptar medidas para promover 
oportunidades del empleo de las personas inválidas, las cuales deberían incluir medidas apropiadas 
para alentar la adaptación, dentro de límites razonables, de los lugares de trabajo, la estructuración 
de las tareas, las herramientas, la maquinaria y la organización del trabajo para facilitar el empleo.  
 
6.  Accesibilidad 
 
La Ley Nº 27050 regula la adecuación progresiva del diseño urbano de las ciudades y de las 
instalaciones públicas y privadas (artículos 43º y 44º). Los artículos 45º, 46º y 46-Aº se refieren a la 
accesibilidad de los vehículos públicos y los parqueos públicos y privados. Sin embargo, la 
accesibilidad es un concepto mucho más amplio. Como señala Jaime Huertas en el informe 
elaborado para la CEEDIS “Discapacidad y accesibilidad”, “(…) la accesibilidad podemos 
entenderla en relación con tres formas básicas de la actividad humana: movilidad, comunicación y 
comprensión”  
 
Es necesario entonces que el entorno urbano y arquitectónico, así como los diversos servicios que se 
prestan en la comunidad, tengan las condiciones adecuadas para ser utilizadas por las personas con 
discapacidad. 
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